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RESUMEN: Se analiza en este documento la necesidad de que la autoridad de com-
petencia chilena pueda evaluar acuerdos lícitos entre competidores. La mayor 
velocidad de cambio en las industrias, la mayor innovación, así como la necesi-
dad de llegar a convenios en proyectos de sustentabilidad, que pueden no ser 
viables sin colaboración entre diferentes agentes, son muestras de que no todos 
los acuerdos entre competidores serían anticompetitivos en el balance de sus  
efectos. Sin embargo, ante la inexistencia en Chile de un marco normativo para 
revisar este tipo de convenios, la regulación vigente podría estar aumentando 
los costos de llegar a este tipo de colaboraciones, disuadiendo así su suscripción.  
La positiva experiencia en la aplicación de la revisión preventiva de operacio-
nes de concentración, desde el año 2017, así como la experiencia comparada 
de revisión de ciertos acuerdos beneficiosos entre competidores, harían reco-
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mendable revisar ahora la posibilidad de que sea la autoridad de competencia, 
la FNE, la que revise estos convenios, en el marco de un procedimiento reglado,  
y con estándares de revisión bien asentados. 

PALABRAS CLAVE: Derecho de la libre competencia, necesidad actual de emitir 
una Guía o instaurar un procedimiento, para revisar acuerdos lícitos entre com - 
petidores. 

ABSTRACT: This document examines the need for the Chilean competition au-
thority to be able to evaluate lawful agreements among competitors. The faster 
pace of change in industries, increased innovation, and the need to reach agree-
ments on sustainability projects, which may not be viable without collaboration 
among different stakeholders, demonstrate that not all agreements between  
competitors would be anticompetitive in the overall balance of their effects. 
However, given the lack of a regulatory framework in Chile for reviewing these 
types of agreements, current regulations may be increasing the costs of entering  
into such agreements, thus discouraging their execution. The positive experien-
ce with the preventive review of mergers and acquisitions, since 2017, as well  
as comparative experience in reviewing certain beneficial agreements between  
competitors, suggests that it is advisable now to consider having the competi-
tion authority, the FNE, review these agreements within a regulated procedure  
and with well-established standards of review.

KEYWORDS: Antitrust law, current need to issue guidelines or establish a proce - 
dure to review lawful agreements among competitors.

INTRODUCCIÓN

La conveniencia de la evaluación de acuerdos horizontales entre competidores 
por parte de la autoridad de competencia ha dado lugar a una revisión de este tema 
en el ámbito doctrinario nacional. En efecto, se ha indicado por varios autores 
que este sería un tema pendiente en materia de libre competencia en Chile. La  
propia autoridad ha reconocido en una ocasión lo siguiente:

“Según el DL 211, ni la FNE ni ninguna otra autoridad tienen atribu-
ciones para revisar y/o autorizar, en forma obligatoria y antes de su per- 
feccionamiento, los acuerdos de colaboración entre competidores”1. 

1 Véase FISCALÍA NACIONAL ECONÓMICA (2020a).
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Cabe comentar que los acuerdos entre competidores serían la excepción, 
ya que el principio general es que las partes y competidores tomen sus deci-
siones competitivas de manera independiente, siendo este un principio matriz 
de la operación de la libre competencia en los mercados. Sin embargo, los con-
venios ilícitos entre competidores, como los carteles o prácticas concertadas, 
no son objeto de este breve comentario, por ser un tema extenso, complejo y re - 
levante en sí mismo, y son sancionables en ciertos casos en el derecho chileno 
de competencia2, 3. 

Por otro lado, la conveniencia de una regulación más precisa y específi-
ca de estos acuerdos potencialmente lícitos tiene varias razones. Una de ellas  
es que el cambio tecnológico ha hecho que efectivamente las empresas tiendan 
a desarrollar más proyectos conjuntos, dados –por ejemplo– los requerimientos 
de capital o los aportes de innovación necesarios para llevar a cabo determinadas 
inversiones. Una muestra de la mayor necesidad de colaboración entre empre-
sas en esta época de rápido crecimiento tecnológico es la revisión de los múl-
tiples convenios y transacciones con otros actores que se ha dado en el ámbito  
relacionado a la inteligencia artificial y a la producción de chips y de equipos tec - 
nológicos4. Otro ejemplo de esta necesidad de colaboración sería el caso del mer - 
cado de producción de autos, en que en pocos años se ha dado una adaptación de  
esta industria a la competencia de nuevos actores que producen y venden au-
tos con nuevas tecnologías, eléctricos e híbridos. Esto ha generado no solo que 
se produzcan operaciones de concentración en la industria automotora –como 
es el caso de la formación del grupo Stellantis–5, sino que, también, se den con - 
venios de colaboración –de diversa naturaleza– entre diferentes productores y 

2 Como se indica en un artículo: “Sin perjuicio de la distinta intensidad entre estos compor-
tamientos, en ambos casos se verifica la pérdida de independencia en la toma de decisiones de  
los competidores que participan de la práctica concertada. Lo anterior justifica que, bajo el DL  
211 –inspirado en la legislación europea– ambos comportamientos resulten igualmente sancio-
nables”. Véase TORO, VIERTEL y URETA (2020) p. 4. 

3 Como se indica en INDECOPI Y EL BANCO MUNDIAL (2025) este tema: “Si bien la Guía orienta 
a las empresas sobre cómo estructurar acuerdos lícitos de colaboración entre competidores den-
tro del marco de la libre competencia, esta no sustituye los criterios legales ni administrativos 
aplicables a las prácticas colusorias horizontales”. Esta Guía se cita después en este artículo, pero  
esta cita en particular es del artículo denominado “Perú: Proyecto de guía de colaboración entre 
competidores para prácticas sujetas a prohibición relativa”, véase CECO PERÚ (2025), p. 3.

4 Por ejemplo, Nvidia tiene acuerdos con muchas empresas para el desarrollo de colaboracio-
nes, para el desarrollo de diversos proyectos en varias industrias. Solo a modo de ejemplo, a fines  
de octubre del año 2025, anunció acuerdos de colaboración con empresas surcoreanas, como Sam - 
sung Electronics Co., Hyundai Motor Group y SK Group. Lo mismo ha ocurrido en estos años, 
con variadas empresas de otras industrias, y de otros países. 

5 Véase el efecto FISCALÍA NACIONAL ECONÓMICA (2020b). Esta operación dio lugar al grupo 
automotriz denominado hoy como Stellantis. 
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participantes de la cadena productiva. Así, no solo las empresas han colaborado 
para producir en conjunto automóviles que cuentan con nuevas tecnologías (hí-
bridos o eléctricos), sino que, también, estas empresas han tendido a colaborar 
para producir partes de autos –como las baterías– y para enfrentar los crecien-
tes costos de producir los modelos requeridos, por ejemplo, por la aplicación 
de las normas de limitación de circulación de autos convencionales, y por las 
normas de emisión y de sustentabilidad que crecientemente se han dictado en el 
mundo, especialmente en los países más desarrollados. Esta industria es también 
un ejemplo de que en ciertos casos no se debiera evaluar estas colaboraciones 
de manera estática, sin considerar la mayor competencia entrante y potencial, 
ya que han ingresado a la producción de autos eléctricos e híbridos y han suscrito 
acuerdos de colaboración, también nuevas empresas, como aquellas proveedo-
ras de tecnología o que producían otros bienes previamente6. 

Asimismo, y como una muestra adicional de la necesidad de regulación de  
estas colaboraciones lícitas, el fenómeno del cambio climático y los efectos del 
mismo sobre la forma de enfrentar varios desafíos –como la necesidad de trans-
formar la matriz energética hacia fuentes de energía renovables y de reforzar los 
sistemas de transmisión eléctrica para ello, la necesidad de contar con una mo - 
vilidad y transporte menos dependiente de combustibles fósiles, así como la 
necesidad de recolectar y procesar residuos y envases para su reutilización–,  
dan cuenta de que la mirada individual de estos problemas en ocasiones no bas - 
taría para solucionarlos en un tiempo razonable7. Algunos de estos problemas 
tienen su fuente en externalidades, no siendo las empresas individualmente ca - 

6 Ejemplos de esto, es que los productores de autos eléctricos son parcialmente diferentes a los  
principales productores de autos convencionales (como es el ejemplo de Tesla, Rivian, Lucid, BYD,  
Xiaomi y otros productores de autos eléctricos). Esta entrada de nuevos competidores también se 
ha dado a través de colaboraciones entre diferentes empresas (por ejemplo, para realizar aportes 
en la tecnología necesaria para producir autos eléctricos). Ejemplos de varios tipos de acuerdos son 
las colaboraciones de BYD y Toyota, Mercedes Benz y Rivian, Hyundai y SK On, BMW y Toyota, 
Stellantis y Samsung SDI, Volkswagen Group y PowerCo, General Motors y Honda, Tesla y Pana - 
sonic, para producir componentes y partes o autos completos, según es –en cada caso– el marco 
de cada convenio de colaboración.

7 Como indica Mario Ybar: “El mejor ejemplo de lo que se señala fue el Foro sobre Sustentabili-
dad y Competencia de la OECD, de diciembre de 2020. Durante dicho Foro, numerosas empresas 
aportaron con un amplio catálogo de cooperaciones en que podrían avanzar globalmente, a fin de 
contribuir al desafío climático: mejora en el uso del suelo, compromisos de compra conjunta para 
propiciar nuevos cultivos ambientalmente amigables, sistemas colectivos anti-bribery, reducción  
del tamaño de envases y armonización de los mismos para facilitar su reciclaje, compromisos conjun-
tos de eliminación de material no reciclable en los envases, moratorias de pesca adoptadas por la pro-
pia industria, utilización de proveedores de certificados en cumplimiento ambiental, compromiso  
de usar insumos carbono-neutrales, desarrollar I+D para propiciar el reciclaje químico, entre mu - 
chas otras”. Véase YBAR (2022) p. 28. 
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paces de internalizar, sin una regulación o coordinación apropiada, los costos 
de contaminar o de recolectar y reutilizar envases, por ejemplo8. 

Además, el requerimiento de colaboración entre empresas en épocas de 
crisis –como lo fue la crisis del COVID-19–, también da cuenta de la necesi-
dad de estar preparados, en esos casos, para contar con un marco de revisión de 
este tipo de convenios o colaboraciones9. 

Estos y otros ejemplos de la economía actual dan cuenta de la creciente 
necesidad de contar con un marco institucional y regulatorio más claro –y que 
entregue certezas a los agentes– para que la autoridad de competencia revise 
estos acuerdos de colaboración lícitos, en el marco de un procedimiento reglado,  
conocido previamente, con plazos acotados de respuesta, y con estándares de 
revisión bien establecidos. En este sentido, cabe reconocer que actualmente hay 
en varios países y jurisdicciones, como en el caso de Estados Unidos, un reco-
nocimiento de la necesidad de revisar la forma de evaluar este tipo de acuerdos  
lícitos entre competidores10. Esto, por las razones que se exponen en este ar-
tículo.

Además, la experiencia previa en Chile, de revisión de pactos entre com-
petidores, ha dado cuenta, también, de la necesidad de contar con una nueva 
regulación. En efecto, los casos de colaboración entre aerolíneas –como el caso  
de LATAM con American Airlines e Iberia, y después con Delta Airlines–, los 
casos de cierta infraestructura compartida en el segmento de almacenamiento  
de combustibles, así como ejemplos de proyectos de colaboración entre dife-

 8 A modo de ejemplo, se indica en las directrices de la Unión Europea –UE– en el párrafo 519  
lo siguiente: “Sin embargo, una preocupación relacionada con el desarrollo sostenible es que las 
decisiones individuales de producción y consumo pueden tener efectos negativos (‘externalidades 
negativas’), por ejemplo, sobre el medio ambiente, que no son suficientemente considerados por 
los agentes económicos o consumidores que los causan. Este tipo de fallo del mercado puede mi -
tigarse o subsanarse mediante la acción colectiva, principalmente mediante políticas públicas o  
regulación (sectorial), y, en segundo lugar, mediante acuerdos de cooperación entre empresas 
que promuevan la producción o el consumo sostenibles”. Véase UNIÓN EUROPEA (2023).

 9 Como indica YBAR (2022) p. 27: “En efecto, durante los primeros meses de la pandemia, 
distintas autoridades de competencia se apresuraron en aprobar diversos acuerdos de colabora-
ción destinados a hacer frente a la pandemia: coordinación logística de retailers para asegurar el 
suministro de bienes esenciales; coordinación de empresas de seguros para eliminar de sus pólizas  
la exclusión de pandemias virales, acuerdos de aerolíneas para asegurar conectividad en rutas que 
de otra forma habrían dejado de atenderse por razones de demanda, acuerdos entre clínicas y 
hospitales para compartir infraestructura; etc.”. 

10 En efecto, también en Estados Unidos este es un tema que están revisando las autoridades 
de competencia de ese país (DOJ y FTC), para actualizar los criterios de la Guía conjunta de 
esas autoridades, del año 2001. El artículo de Ceco UAI que se menciona a continuación también 
destaca que en Chile se encuentra pendiente dictar una Guía sobre este tema, según lo compro -
metido por la FNE hace algún tiempo. Véase CECO (2026). 
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rentes empresas para invertir en plantas procesadoras de plásticos para su reu-
tilización, dan cuenta de los diversos problemas prácticos y de incertidumbre  
normativa que enfrentan las empresas que –con proyectos fundados y con bene - 
ficios sociales probables–, pretenden llegar a un entendimiento con sus com-
petidores en ámbitos limitados de sus negocios. 

En este sentido, tal vez el acento ha estado puesto hasta la fecha y con 
entendible preocupación por parte de la autoridad de competencia, en los po-
tenciales riesgos, contactos, traspaso de información sensible y posibilidades de  
coordinación que ofrecerían este tipo de colaboraciones entre competidores. En 
efecto, a nivel mundial lamentablemente ha habido casos de colaboración que 
han facilitado la coordinación anticompetitiva. Sin embargo, una mirada más 
global y práctica de este fenómeno –que es mundial–, así como la observación 
de los beneficios de contar con una revisión expedita de este tipo de acuerdos 
(entre ellos la mayor visibilidad de las relaciones entre los diferentes agentes 
económicos, especialmente entre competidores), puede llevar a que sea necesa-
rio revisar las razones que han llevado a no contar hasta esta fecha con un proce-
dimiento reglado y eficiente para la revisión de este tipo de convenios, siempre 
que sean lícitos, después de una evaluación competitiva adecuada. 

Por otra parte, la regulación normativa de la revisión de este tipo de acuer-
dos podría no solo facilitar el desarrollo de diferentes negocios en nuestro país 
sino que, también, iría en el mismo sentido que la revisión actual (en este go bier - 
no y en el anterior), para la moderación de las trabas innecesarias para la eva - 
luación y otorgamiento de ciertos permisos sectoriales y ambientales en nues - 
tro país. 

Además, la regulación normativa de la revisión de estos convenios podría  
evitar la potencial conveniencia actual de presentar este tipo de acuerdos a tra-
vés de una operación de concentración –vía el desarrollo de un joint venture per - 
manente e independiente de las partes que lo conforman11. En todo caso, no 

11 Cabe comentar que un acuerdo de colaboración entre competidores podría ser eventual-
mente un joint venture concentrativo, que deba ser autorizado en el marco de la revisión de opera - 
ciones de concentración, conforme con el título IV del DL211. Pero esta es sólo una de las posi-
bilidades de organización jurídica de un acuerdo entre competidores. Por esta razón, se debiera  
regular la aprobación de los convenios entre competidores de una manera más general, más allá de 
la configuración jurídica que las partes den a su colaboración. La necesidad o conveniencia actual 
de formalizar un acuerdo entre competidores a través de un joint venture que pueda ser calificado 
como una operación de concentración (conforme al art. 47 letra c) del DL 211), que habla de una 
pérdida de independencia ente agentes económicos “asociándose bajo cualquier modalidad para  
conformar un agente económico independiente distinto de ellos, que desempeñe sus funciones de 
forma permanente”, da cuenta de una cierta asimetría normativa que debiera ser solucionada en algún  
momento. Esto se podría hacer, por ejemplo, por la vía de reglamentar idealmente un sistema 
de aprobación previa de acuerdos lícitos entre competidores, que no reúnan las características 
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dejaría de tener cierta razonabilidad el que actualmente se revisen los acuer-
dos más permanentes entre competidores –los joint venture que constituyen 
una operación de concentración–, a través del procedimiento reglado en el tí-
tulo IV del DL 211, para evaluar ex ante las operaciones de concentración. Esto,  
dado que la colaboración entre competidores, en ese caso, sería habitualmente 
de una permanencia e intensidad competitiva potencialmente mayor12 a otros 
posibles acuerdos entre competidores. Pese a ello, las diferencias entre convenios 
entre competidores que son concentrativos –o de plenas funciones– y los que 
no lo son, pueden en ciertos casos ser tenues, por lo que sería recomendable 
reducir en lo posible esta asimetría normativa13. 

Asimismo, una regulación del marco de revisión de este tipo de colabo-
raciones haría más flexible y rápido el reconocer los beneficios que estos pue - 
den generar, sin tener que esperar a que sea la regulación legal, por ejemplo,  
la que determine que estos se puedan suscribir, sin riesgos elevados de infrac-
ción para las partes ni de restricción indebida de la competencia. De este modo, 
no cabe duda de que un sistema general que permita a las propias empresas  
tomar la iniciativa para colaborar en entendimientos beneficiosos para la so-
ciedad en su conjunto, sería más óptimo que uno en que se deba esperar, en 
ocasiones por años, a que sea la autoridad o la regulación legal o normativa 
(como la que se estableció en la ley de gestión de residuos14) la que permita 
la colaboración, reconociendo a veces tardíamente sus beneficios15. 

y formalidades necesarias para ser considerados un nuevo agente económico, que opere de ma-
nera permanente e independiente de las partes que lo conforman. Limitar la revisión previa de 
convenios entre competidores sólo a la conformación de un joint venture concentrativo, diferente 
de las partes que lo conforman, podría ser a una forma de limitar eventualmente también los po - 
tenciales beneficios que pueden generar este tipo de acuerdos (en caso de que los beneficios su - 
peren a los riesgos, principalmente de coordinación, lógicamente).

12 Como se indica en un artículo sobre la potencial mayor restricción de la competencia en 
el caso de un acuerdo entre competidores que configure también un joint venture: “[...] la juris-
prudencia reciente en la materia ha asimilado su naturaleza a la de un joint venture, entendiendo  
que ellas generan los mismos efectos que una operación de concentración, toda vez que al tra-
tarse de un acuerdo de tipo horizontal, que tiene por objeto la coordinación de las partes, éstas 
adquieren en el escenario post operación un mayor poder de mercado, que justifica su control”. 
Véase TORO, VIERTEL y URETA (2020) p. 7. 

13 Como se indica en COMISIÓN EUROPEA (2011) párrafo 21: “A menudo existe una separación 
muy tenue entre las empresas en participación con plenas funciones, que entran en el ámbito 
de aplicación del Reglamento de concentraciones, y las que no tienen plenas funciones, que se 
evalúan de conformidad con el artículo 101. Por consiguiente, los efectos de ambas pueden ser 
muy similares”. Las directrices, también denominada en este documento como Directrices UE.

14 Ley n.° 20920, que corresponde a la Ley Marco para la Gestión de Residuos, la Respon-
sabilidad Extendida del Productor y Fomento al Reciclaje.

15 Como señala YBAR (2022) p. 28: “Razones para aceptar este tipo de colaboraciones hay 
muchas: ausencia de incentivos para que una empresa se atreva a dar un primer paso si ello puede 
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En el mismo sentido, una nueva normativa que regule estos pactos lícitos 
debiera permitir que la autoridad –la Fiscalía Nacional Económica (FNE), posi-
blemente– cuente con un mayor tiempo y recursos para evaluar los potenciales 
riesgos competitivos que involucren las colaboraciones lícitas entre competido - 
res. Como indica un autor:

“Con todo, las cooperaciones entre competidores siempre implican ries-
gos desde el punto de vista de la competencia. Sin los debidos res guar-
dos, una cooperación deseable puede devenir en una restricción inne - 
cesaria de la competencia”16. 

De este modo, además, los criterios establecidos por la autoridad de com - 
petencia pueden servir a las propias empresas, mediante una autoevaluación, 
conocer y evitar en su actuar el incurrir en conductas contrarias a la libre com - 
petencia en sus industrias. Así, pese a que se ha avanzado bastante en el cono ci - 
miento de las prácticas que suelen ser consideradas anticompetitivas o de coordi - 
nación eventual entre empresas competidoras, también se debe reconocer que  
una mayor transparencia sobre los límites de las conductas de las empresas ten - 
dría un efecto positivo en términos de conocimiento y de compliance, para evi-
tar futuras conductas anticompetitivas. Por otra parte, se debiera evitar que, 
bajo la apariencia formal de un acuerdo lícito y beneficioso para la sociedad, se  
den en la práctica conductas anticompetitivas, como ha ocurrido en algunos ca - 
sos en el mundo. 

Son estas y otras consideraciones las que se revisarán en este breve docu-
mento. De todos modos, cabe señalar que este no sería el primer artículo que 
trata sobre este tema, ya que existen varios conocidos expertos nacionales en 
libre competencia que han expresado antes la necesidad de regular la evalua-
ción de este tipo de acuerdos lícitos. 

I. CONSIDERACIONES SOBRE LA NECESIDAD Y CONVENIENCIA 
    DE REGULAR ESTE TIPO DE ACUERDOS POTENCIALMENTE 
    BENEFICIOSOS ENTRE COMPETIDORES 

Como se ha señalado antes, son varios los autores nacionales que han dado cuen - 
ta de la necesidad de regular este tipo de convenios entre competidores, de 

significar desventajas competitivas, necesidad de obtener escalas que permitan los objetivos tra - 
zados sin que ello implique un aumento excesivo de costos individuales, y el hecho de que no se 
harán progresos significativos en esta materia si la totalidad de la iniciativa recae en la regulación 
estatal en detrimento de su empuje desde las mismas industrias”.

16 YBAR (2022) p. 28.
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una manera más clara y precisa, de modo que las empresas que evalúan este ti - 
po de proyectos cuenten con ciertas certezas sobre su revisión y potencial de  
materialización como un acuerdo lícito. Lo anterior, es sin perjuicio de la re-
visión e investigación posterior de potenciales desviaciones anticompetitivas 
en que se pueda incurrir en el marco de algún pacto en particular. 

Cabe comentar que en Chile no existen actualmente ni normas legales ni 
guías internas –de general aplicación–, publicadas por la autoridad de compe-
tencia, sobre su evaluación y posición ante estos acuerdos17. Sin embargo, se ha  
prometido la dictación de una guía al efecto18. Además, la autoridad si ha re co- 
nocido la posibilidad de existencia de convenios lícitos entre competidores, en 
ciertos casos. Como ha señalado la FNE: 

“Sin embargo, es necesario recordar que, a diferencia de los carteles, los 
acuerdos de colaboración entre competidores en algunos casos pue - 
den ser lícitos conforme al DL 211”19. 

De este modo, actualmente serían los casos específicos que ha revisado la 
autoridad de competencia los que dan cuenta de los criterios aplicables en Chile, 
lo que dejaría un espacio relevante de incertidumbre para las partes que pre-
tenden celebrar un acuerdo de este tipo. Esto, dado que los casos, proyectos y 
ámbitos de colaboración, e industrias en que se pueden generar estos acuerdos, 
son muy diferentes entre sí. 

Como ejemplo de la necesidad de regular estos casos de colaboración lí-
cita, de alguna manera, se pueden indicar los siguientes comentarios de autores  
y autoridades nacionales: 

– Mario Ybar, ex fiscal nacional económico (s), indicó como una pro-
puesta de mejora institucional la creación de un sistema de control de 
colaboraciones entre competidores, para: 

“Incorporar en la ley de competencia un mecanismo de control volun-
tario de acuerdos de colaboración que permita a la FNE, dentro de un 
plazo preestablecido, otorgar autorizaciones temporales, imponiendo  
medidas de resguardo, de ser necesario. De esta manera, las partes de 
acuerdos que sean eficientes o que resulten socialmente beneficiosos 
podrán ser evaluados y no arriesgarán su responsabilidad en esta sede”20.

17 Se indica en TORO, VIERTEL y URETA (2020) p. 4: “De la revisión anterior, es posible observar 
que en Chile no existe una regulación específica respecto a la posibilidad que ciertos acuerdos  
de colaboración entre competidores puedan ser eximidos de la aplicación estricta del artículo 3  
del DL 211”. 

18 La FNE anunció en el día de la competencia del año 2018 que estaba trabajando en una 
guía en esta materia. 

19 FISCALÍA NACIONAL ECONÓMICA (2020a). 
20 YBAR (2022). 
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– Asimismo, autores han indicado en el mismo sentido que:

“Por ello, resulta evidente que –a diferencia del derecho comparado, 
[...]– Chile está en deuda hace ya bastante tiempo con una regulación 
o al menos directrices emanadas de la FNE, para establecer el límite de 
lo permitido y lo no permitido en materia de acuerdos de colabora ción 
entre competidores”21.

– La propia autoridad de competencia –la FNE– ha reconocido, también, 
los beneficios de los convenios lícitos entre competidores en ciertos 
casos, indicando lo siguiente:

“estas colaboraciones muchas veces son pro-competitivas. En efecto, los 
acuerdos de cooperación horizontal pueden dar lugar a beneficios econó-
micos si combinan actividades, conocimientos o activos complementa-
rios. Así, la cooperación horizontal puede ser un medio para compartir el 
riesgo, ahorrar costos, incrementar las inversiones, agrupar los conoci-
mientos técnicos, aumentar la calidad y variedad del producto y lan - 
zar más rápidamente la innovación”22. 

En este sentido, parte de la necesidad de regulación de estos acuerdos pro-
vendría de que la autoridad pueda realizar una actividad preventiva respecto  
de los convenios que se deban presentar para su aprobación, como ocurre actual-
mente en Chile con las operaciones de concentración que cumplen con ciertas 
condiciones, desde el año 2017. Así, podría existir un sistema de autorización y  
fiscalización ex ante, en que se deba o pueda pedir voluntariamente a la autori-
dad de competencia una autorización para celebrar un contrato o documento 
que contemple un acuerdo o disposiciones de colaboración entre competidores. 
Esto podría evitar, asimismo, que sea la autoridad de competencia la que tenga 
que investigar posteriormente, de oficio, o presentar una consulta ante el Tribunal  
de Defensa de la Libre Competencia (TDLC), para revisar y fiscalizar los efectos 
potencialmente anticompetitivos de un acuerdo, como ha ocurrido antes en 
ciertos casos en Chile23.

21 TORO, VIERTEL y URETA (2020) p. 3. 
22 En investigación reservada sobre condiciones de acceso y competencia en los mercados del 

gas natural licuado y de electricidad en la zona norte del país, rol FNE 2277-14, Informe de Ar - 
chivo (2016), citado en TORO, VIERTEL y URETA (2020) pp. 6-7. 

23 Un caso reciente es el que se revisa en TDLC (2024) en una consulta de la FNE sobre ope-
ración conjunta de plantas de almacenamiento de combustibles líquidos, ya que varias empresas 
competidoras participan en contratos que rigen la propiedad y uso compartido de ciertas plantas 
de almacenamiento de estos combustibles. 
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Además, desde el punto de vista práctico, en muchos casos es posible que 
la certeza en las normas o guías sustantivas de la autoridad haga que se presen-
ten ante ella convenios lícitos y beneficiosos para la sociedad, que pueden no 
estarse celebrando en la actualidad. En el mismo sentido, la autoridad realizaría  
en este caso, además, una labor de promoción de la libre competencia, al permi-
tir a las partes y a la sociedad en general, delimitar –a través de la evaluación de 
casos prácticos– el ámbito de posibles acuerdos lícitos o ilícitos, de manera de 
evitar –preventivamente– la suscripción de estos últimos. 

Conforme a lo indicado antes, se debe dar cuenta de la falta de un meca-
nismo adecuado para la revisión de este tipo de acuerdos en Chile, como se re-
conoce por la mayoría de los abogados expertos en libre competencia24. En el 
mismo sentido, la mayor certeza sobre el procedimiento y la vía procesal a se  - 
guir y los tiempos estimados de decisión por parte de la autoridad, puede hacer 
que se lleven a cabo más convenios lícitos entre competidores. No cabe duda 
de que la diferencia temporal entre seguir un procedimiento de consulta ante 
el TDLC –como se puede hacer hoy–, y seguir un proceso breve de aprobación 
ante la FNE –como se propone en este artículo–, podría tener actualmente un 
marcado efecto disuasivo de la suscripción de potenciales convenios eficientes25.  
Asimismo, podría tener un efecto disuasivo la redacción actual del art. 3 letra a)  
respecto de la suscripción de acuerdos eficientes entre competidores. Así, por  
ejemplo, se podría pensar que la mayoría de los pactos entre competidores me - 
nos riesgosos y con beneficios más fáciles de reconocer, pudieran ser decididos 
en un plazo razonable de tiempo. Por ejemplo, se puede decidir una autoriza ción 
por la autoridad dentro de un plazo de noventa días hábiles (contados desde la 
completitud de una potencial notificación de la colaboración lícita a la FNE, pu- 
diéndose incluir cierta flexibilidad en ciertos casos, como para propo ner y acor - 
dar potenciales medidas de mitigación). 

24 En estudio de percepción del año 2024, se indica que Chile sería un país intermedio a alto 
en Latinoamérica en cuanto al nivel de acuerdo (nota promedio sobre 4, esto es, 4,3 de acuerdo 
en efecto disuasorio) respecto de que la prohibición de la colusión, en los términos en que este 
ilícito está regulado en nuestro país, desincentiva los convenios eficientes o procompetitivos entre 
competidores. Esto consta CECO (2024) p. 73. 

25 Como indica TORO, VIERTEL y URETA (2020) p. 8: “Por otro lado, es evidente también la falta 
de un mecanismo idóneo al que puedan acudir los agentes ex ante para poder confrontar con la 
autoridad de libre competencia los riesgos, medidas y eficiencias que el acuerdo producirá. En pa - 
labras de la Corte Suprema, falta el mecanismo para ‘acreditar de manera contundente’ las siner - 
gias, traspaso de parte de ellas a los consumidores, etc. Desde ya dejemos asentado que el mecanis-
mo consultivo del artículo 18 N° 2 del DL 211 es en la práctica inviable, por su excesiva duración, 
por la posibilidad de interferencia estratégica de terceros y por la publicidad de la materia que 
podría eliminar la ventaja competitiva del acuerdo”. 
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En un elemento adicional a considerar, es dable esperar que las decisio nes 
de la autoridad sobre este tipo de acuerdos ayuden en el futuro a las empresas a re - 
conocer anticipadamente los límites entre acuerdos lícitos e ilícitos entre com- 
petidores, sirviendo la guía de la autoridad como un parámetro conocido al efecto, 
para que las empresas puedan hacer su propia evaluación previa. Esto, más allá de  
las naturales diferencias normativas y de hecho (en diversas industrias, por ejem  - 
plo) entre los casos y proyectos concretos de colaboración que se evalúan. 

En este mismo sentido, es relevante considerar que los convenios entre com-
petidores son mirados, en general, con recelo por la autoridad de competencia,  
y que su materialización sin una aprobación previa por parte de la autoridad po-
dría en varios casos llegar aún a considerarse como un acuerdo ilícito26. Por esta y 
otras razones, la necesidad de contar con un procedimiento previo de aprobación 
de los acuerdos entre competidores parece clara, pudiendo otorgar un marco más 
claro, cierto y reglado, aún para la potencial etapa de discusión previa de este tipo  
de posibles colaboraciones27. Ello, además, con la idea de evitar ocasiones de contac-
to y encuentro entre competidores, sin haberse implementado previamente, por 
ejemplo, las medidas preventivas y de compliance necesarias al efecto. 

Por otra parte, cabe señalar que este tema no es precisamente nuevo en 
nuestro país, ya que han existido varios casos en que se han revisado antes acuerdos  
potencialmente lícitos entre competidores. A modo de ejemplo, ya el proyecto 
de generación eléctrica Hidroaysén daba cuenta de la necesidad de contar con 
un marco normativo al efecto. Este proyecto se revisó y aprobó en una consulta 
al TDLC, con ciertas condiciones, como se hacía con las operaciones de concen-
tración antes de la entrada en vigencia de la Ley n.º 20.94528. En ese caso, se trata-
ba de un joint venture en que las empresas participantes –Colbún y ENDESA–  
producirían y generarían conjuntamente electricidad a través de ese proyecto 
a desarrollarse en la XI Región, dejándose la comercialización de lo producido 
para ser realizada de manera independiente por ambas empresas29. 

26 Como ejemplo de este natural recelo a acuerdos entre competidores no aprobados o pre - 
sentados a la autoridad, se ha indicado lo siguiente: “Así, la Corte Suprema, si bien ha reconoci-
do que ‘los acuerdos entre competidores no sólo son mirados con recelo, sino que aquellos, sin 
aprobación previa y conforme a las circunstancias, pueden llegar a constituir un ilícito anticom - 
petitivo’, entiende que frente al análisis de tal acuerdo, cabe preguntarse bajo qué parámetros pue - 
de aprobarse un acuerdo que, justamente, tiene por objeto coordinar entre empresas competi - 
doras variables competitivas”. Véase TORO, VIERTEL y URETA (2020) p. 7. 

27 En el caso de acuerdos entre competidores, podría ser conveniente que las partes tomen cier-
tas medidas preventivas también en su fase previa, de negociación. Esta recomendación se deriva  
de que los efectos anticompetitivos pueden producirse también en esta etapa, por ejemplo, si se da  
en ella el intercambio de información competitivamente sensible. 

28 La aprobación consta en TDLC (19/10/2007) Rol NC n.º 134-06.
29 Entre los riesgos considerados en la TDLC (19/10/2007) p. 67 se indicó –entre otros– el 

siguiente: “la operación entre Endesa y Colbún, de aprobarse lisa y llanamente en los términos 
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Asimismo, más recientemente, ha sido de público conocimiento el dila - 
tado proceso para la aprobación de acuerdos de vuelos entre LATAM Airlines 
 y American Airlines e Iberia, primero, y después con Delta Airlines. Este últi - 
mo convenio fue aprobado, en definitiva, con medidas de mitigación. Así, en el 
marco de la revisión del primer acuerdo de LATAM Airlines con American Air-
lines, tanto el TDLC como la Corte Suprema –que rechazó, en definitiva, el con-
venio–, establecieron requisitos para que un acuerdo de esta naturaleza pueda 
ser aprobado, si sus beneficios exceden sus potenciales efectos anticompetiti-
vos30, 31. El segundo caso, en que se aprobó por la FNE –en el marco de un acuer - 
do extrajudicial– un convenio –Joint Business Agreement– entre LATAM y Delta 
Airlines, da cuenta no solo de las mejoras que implica que sea la FNE la que re - 
vise previamente este tipo de acuerdos, sino que, también, que ello se refleja-
ría también en la flexibilidad de las partes del acuerdo y de la propia FNE para 
establecer, negociar y explicar adecuadamente las medidas que sean necesa-
rias y proporcionales para mitigar los eventuales riesgos de un convenio de es - 
te tipo. Es pertinente recordar que –pese a existir un análisis similar sobre los ries - 
gos del acuerdo–, las medidas adoptadas por el TDLC en el primer caso –el 
pacto de LATAM Airlines con American Airlines–, fueron consideradas como 
inadecuadas para mitigar los riesgos por la Corte Suprema32. La revisión y ne-

solicitados, incrementaría dichos riesgos y, en especial, el de que tales empresas coordinen, tácita 
o explícitamente, sus futuras conductas e inversiones y, en consecuencia, posterguen estas últimas. 
En particular, si se postergan inversiones que constituyan tecnologías de base, como es el caso de las 
hidráulicas con alto factor de planta, se restringiría la oferta de energía de menor costo operacional 
y, con ello, se alteraría la determinación de precios a nivel de generación”. Por este y otros riesgos, 
se indicó que se debieran establecer condiciones para la aprobación de la colaboración en joint 
venture de las partes, las que se detallan en la propia resolución antes indicada. Y en la p. 73 con-
cluye: “En síntesis, si las consultantes desean llevar adelante la operación sometida al conocimiento  
de este Tribunal, deberán cumplir con las condiciones que se establecen en lo resolutivo, las que 
están relacionadas de modo tal que deben ser cumplidas copulativamente, en consideración al 
objetivo de incrementar la disputabilidad del segmento de generación de energía de base, como 
vía idónea para mitigar los riesgos que genera la operación consultada”.

30 Como indica IGLESIAS (2021) p. 2: “En general, el análisis de un acuerdo de cooperación hori - 
zontal (ACH) supone balancear sus efectos pro-competitivos con sus efectos anticompetitivos. 
Así, los ACH lícitos serán aquellos en que la cooperación produzca eficiencias que no puedan 
ser alcanzadas de no mediar dicha cooperación y que, además, superen los riesgos anticompetiti-
vos que ella misma produce”. 

31 El TDLC (31/10/2018) rol NC n.° 434-16 fue consultado respecto de un acuerdo de Joint 
Business Agreement, entre LATAM Airlines y American Airlines, relativo al transporte aéreo de 
pasajeros y carga entre Sudamérica y Estados Unidos. En su resolución 54/2018, determinó que los 
acuerdos se ajustaban al DL211, si se cumple con un conjunto de medidas de mitigación que esta-
bleció la autoridad. La resolución del TDLC fue luego revocada por la CORTE SUPREMA (23/05/2019) 
rol 31502- 2018.

32 Como indican TORO, VIERTEL y URETA (2020) p. 8: “En efecto, la Corte Suprema señaló que 
‘no explica el tribunal [TDLC] cómo las medidas de mitigación compensan efectivamente los ries-
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gociación previa de las medidas con la FNE y su explicación adecuada en un 
posible informe sobre los efectos competitivos de este –por parte de la misma 
autoridad– pueden efectivamente subsanar problemas como la asimetría de in - 
formación o la diferencia en la evaluación de las medidas, de que habría da - 
do cuenta el análisis posterior, por parte de la Corte Suprema. Como se indicó 
sobre esta diferencia entre el TDLC y la Corte Suprema: 

“Esta discrepancia en las apreciaciones del TDLC y la Corte Suprema 
tiene su origen en la falta de regulación en Chile de los acuerdos lí-
citos de colaboración entre competidores”33.

Por otra parte, el segundo acuerdo, de LATAM Airlines con Delta Airli - 
nes, da cuenta de ciertas consideraciones relevantes para la revisión de colabo-
raciones entre competidores en ciertas rutas aéreas en este caso. La primera es 
que los acuerdos de colaboración podrían estar relacionados con convenios y 
relaciones más amplios entre las empresas, como era en este caso, por ejemplo, la  
adquisición por Delta de un 20% de las acciones de LATAM, pasando de este 
modo Delta a participar en su propiedad. Así, sería lógico que la entidad que revisa 
la información sobre la adquisición de participación en competidores –confor-
me al art. 4 bis del DL211–, sea la misma que revise también un acuerdo de 
colaboración entre ellas. Una segunda consideración, es que la FNE –al revisar 
actualmente operaciones de concentración y fiscalizar potenciales carteles y 
conductas antimonopólicas– sería una autoridad adecuada, por su conocimiento 
de diferentes industrias, para revisar los potenciales efectos, riesgos y beneficios 
de convenios de colaboración horizontales. Una última observación es que la 
FNE se encontraría mejor preparada para llegar a potenciales acuerdos sobre 
las medidas de mitigación de los riesgos competitivos de convenios como este 
(considerando, también, los efectos conjuntos de otros acuerdos paralelos, como 
ocurrió en este caso), si el procedimiento y estándares aplicables estuvieran re - 
gulados –ya sea en la ley o en una guía que ella misma pueda dictar a futuro–. 
La aprobación de este acuerdo por el TDLC se sujetó a condiciones, relaciona-
das, además, a otros acuerdos paralelos suscritos entre las partes34. 

gos que no son mitigados por las eficiencias’. A mayor abundamiento, la Corte Suprema enfatiza:  
‘se debe señalar que en el análisis realizado por esta Corte, se ha concluido que las medidas de mi - 
tigación decretadas por el TDLC son insuficientes para contener y neutralizar los riesgos detec - 
tados’ ”. CORTE SUPREMA (23/05/2019) rol 31502- 2018 c 24. 

33 TORO, VIERTEL y URETA (2020) p. 2. 
34 Se indica en el acuerdo de las partes con la FNE lo siguiente, como conclusión: “En razón 

de lo anteriormente expuesto y en virtud del análisis desarrollado en el presente Informe, es que  
esta Fiscalía estima que las Medidas ofrecidas por Delta y LATAM son proporcionales a los riesgos iden - 
tificados, idóneas, suficientes y efectivas para mitigar dichos riesgos y a su vez factibles de imple-
mentar, ejecutar y monitorear, determinándose en definitiva que, con su implementación, ni la  
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Asimismo, otro caso relevante es el que se dio con ocasión de una nueva 
ley que requería el reciclaje de plásticos por parte de cierto tipo de empresas, 
entre ellas las embotelladoras, para cuyo cumplimiento se presentó ante la FNE 
un acuerdo entre las principales empresas productoras de bebidas de Chile. Pe - 
se al evidente beneficio potencial de este tipo de acuerdos, para colaborar en la 
sustentabilidad y lograr un mayor reciclaje de envases PET, la respuesta de la  
autoridad fue negativa, por razones legales y formales. Esto, dado que la cola-
boración se presentó en el marco de la revisión de operaciones de concentra-
ción, y el joint venture que se formaría para estos efectos no se estimó que cum - 
plía con los requisitos para ser considerado una operación de este tipo, por no 
cumplir con los requisitos de independencia respecto de los constituyentes.  
Este caso ilustra la necesidad de contar con una regulación diferente y más amplia 
para evaluar este tipo de relaciones lícitas entre competidores, que presenten 
beneficios probables, con riesgos de competencia revisados y acotados previa-
mente, en lo posible, por la autoridad35. 

Asimismo, un convenio de joint venture, aprobado en otro caso por la FNE  
en el marco de la revisión de una operación de concentración, dio cuenta de los  
beneficios potenciales de un acuerdo entre competidores. En ese caso, se trataba 
de una colaboración para establecer –entre diferentes puertos y navieras por - 
tacontenedores internacionales–, un sistema para que –a través del uso de tecno - 
logía de blockchain– se pudiera construir y generar una plataforma para com-
partir datos y documentos de modo de agilizar el transporte marítimo, proveer  
una mejor visibilidad de la carga marítima y de los trámites para el transporte de  
mercaderías por esta vía. Las potenciales ganancias en eficiencia de un proyecto  

Adquisición de PM, ni el JVA, ni el Financiamiento DIP ni los ACC que se implementen en 
forma independiente del JVA, afectarían en forma relevante la competencia”. Véase FISCALÍA NA - 
CIONAL ECONÓMICA (2021a) p. 111.

35 Como expone YBAR (2022) p. 27: “Como consecuencia de la aprobación del proyecto de 
ley que obliga a incorporar un porcentaje de plástico reciclado en la composición de las botellas 
plásticas desechables, filiales de embotelladoras de Coca Cola y CCU decidieron notificar a la Fis-
calía Nacional Económica, para su aprobación, un joint venture destinado a implementar conjun-
tamente una planta de plástico PET reciclado. La FNE, sobre la base de argumentos formales, se 
negó a conocer de dicho negocio en el marco del procedimiento de control obligatorio de concen-
traciones. Seguidamente, las notificantes se desistieron de la transacción”. Véase al efecto FISCALÍA 
NACIONAL ECONÓMICA (2021b) p. 13, que indica sobre este caso lo siguiente, para rechazar que 
se trate de una operación de concentración: “Que, consecuentemente, es posible afirmar que la  
Nueva Entidad no es capaz de operar independientemente en el mercado atendidas las condicio nes 
del joint venture y de las Partes y los agentes económicos relacionados que se ubican aguas abajo. 
La demanda de los Constituyentes es elemental para la funcionalidad de la nueva entidad, sin que  
existan terceros capaces de demandar del joint venture lo suficiente como para permitir su autono - 
mía económica, aún en el escenario en que, tal como lo hace el MoU, se reserve un [15-25]% 
de forma prioritaria a terceros”.
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como este serían relevantes, según las partes, pese a los riesgos de coordinación  
que se pudieran generar, como se dio cuenta en el informe de esta operación36. 

A modo de resumen, parte de la conveniencia de contar con un procedi-
miento y con criterios reglados para la evaluación preventiva de este tipo de acuer - 
dos potencialmente beneficiosos entre competidores, serían los siguientes: 

– La existencia de una vía más comprensiva y amplia para la revisión de 
estos convenios de colaboración lícitos entre competidores, que supe-
re la actual asimetría y potencial conveniencia de presentar formal-
mente este tipo de acuerdos como un joint venture, en un proceso de 
evaluación de una operación de concentración del título IV del DL211, 
en caso de conformarse una entidad permanente e independiente de 
las partes que lo constituyen. 

– La conveniencia de contar con certeza respecto a los criterios de la au-
toridad de competencia, respecto a cómo se considerarán en una revi-
sión las eficiencias y beneficios, los riesgos y las potenciales medidas de  
mitigación, para que estos acuerdos puedan ser aprobados. Así, se evi-
tarían asimetrías en la evaluación por parte de las autoridades, como 
la ilustrada en el caso de los convenios antes comentados de LATAM  
Airlines respecto a las medidas adecuadas para mitigar los riesgos com - 
petitivos detectados. 

– La necesidad de certeza para las partes de una colaboración, respecto 
de la delimitación de qué acuerdos no se encuentran en riesgo de ser  
considerados como ilícitos por la aplicación de lo dispuesto en el art. 3  
letra a) del DL 211, de modo de poderse conocer los criterios que se 
utilizarán por parte de la autoridad para evaluarlos. Esto, sin perjuicio, 
lógicamente, de la libertad de la autoridad para fiscalizar y perseguir 
acuerdos que estime como ilícitos, entre competidores. 

II. REVISIÓN DEL POSIBLE MECANISMO DE EVALUACIÓN 
    POR LA AUTORIDAD Y DE LOS CRITERIOS NORMATIVOS 
    PARA LA EVALUACIÓN DE ACUERDOS LÍCITOS ENTRE COMPETIDORES

Un posible sistema a evaluar en Chile sería el otorgar a la autoridad de com-
petencia, la FNE, la autorización legal para que pueda revisar acuerdos entre 

36 Véase al efecto FISCALÍA NACIONAL ECONÓMICA (2020c). En este caso, la FNE concluyó en 
el marco de su análisis de esta operación de joint venture (p. 18), que: “[...] la Operación no im - 
plica la pérdida de un competidor potencial en el mercado, ni que la Nueva Entidad pueda facili - 
tar el comportamiento coordinado entre las Constituyentes Navieras, miembros del JV, esta Divi - 
sión ha llegado a la conclusión que la Operación no resulta apta para reducir sustancialmente la  
competencia”.
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competidores y sus beneficios y riesgos –directos o indirectos–, en un plazo ra-
zonable de tiempo, por ejemplo, noventa días hábiles en los casos más simples37.  
Cabe señalar que este sistema ya opera en otros países38. Además, en nuestro 
país habría una vía abierta para hacerlo, pero no se ha establecido un régimen 
claro en cuanto al procedimiento y estándar de revisión aplicable39, 40. El me-
canismo podría ser uno similar –con los cambios que sean necesarios para la  
evaluación de los diferentes riesgos competitivos– al contemplado en el título IV: 
“De las operaciones de concentración” del DL 21141. Se puede, asimismo, esta-
blecer la seguridad para las partes de que los acuerdos revisados por la FNE pre - 
ventivamente no acarrearán responsabilidad posteriormente, en los términos 
del art. 32 del DL 21142, incluyendo un título relativo a la revisión de este 

37 Se habla de riesgos directos de un acuerdo cuando son los propios efectos restrictivos del 
mismo convenio. Por ejemplo, si el acuerdo puede –por sí mismo– impedir, restringir o entorpecer 
la libre competencia o tender a producir esos efectos. Se hace referencia a efectos indirectos de 
un acuerdo, cuando los efectos restrictivos anticompetitivos se producen en mercados en que de  - 
biera existir una competencia entre las partes (así, en mercados en que no debiera operar el acuer - 
do, se podría generar una mayor posibilidad de coordinar la actuación de las partes, dado el tras - 
paso de información entre ellas, por ejemplo).

38 Por ejemplo, se indica respecto al sistema operante en Nueva Zelanda, lo siguiente: “Por 
otro lado, existe un sistema de fiscalización ex ante, mediante el cual se solicita a la autoridad de 
competencia una autorización previa para celebrar un contrato con disposiciones que establecen 
acuerdos entre competidores. Según la ‘Guía de Colaboración entre Competidores’, se admitirán 
disposiciones que disminuyan la competencia en cuanto produzcan beneficios para los consu -
midores que superen los riesgos”. Véase TORO, VIERTEL y URETA (2020) p. 6. 

39 FISCALÍA NACIONAL ECONÓMICA (2017) en su número 43 dispone: “En cualquier caso, todo 
hecho, acto o convención, o conjunto de ellos, que no califique como operación de concentración, 
podrá igualmente ser evaluado por esta Fiscalía bajo otros regímenes, según las reglas generales 
en caso de que este impida, restringa o entorpezca la libre competencia, o que tienda a producir 
dichos efectos”.

40 Además, la misma CORTE SUPREMA (23/05/2019) rol 31502- 2018 c. 18 ha señalado indi-
rectamente que se podría considerar en la evaluación de este tipo de acuerdos de colaboración 
entre los competidores, el hecho que se haya consultado previamente a la autoridad: “[...] Es así 
como, en nuestra legislación, los acuerdos entre competidores no sólo son mirados con recelo, sino 
que aquellos, sin aprobación previa y conforme a las circunstancias, pueden llegar a constituir un  
ilícito anticompetitivo, establecido en el artículo 3°, inciso segundo, letra a), del Decreto Ley N° 
211 [...]”. La sentencia antes citada es sobre reclamaciones contra la Resolución rol n.° 54/2018, 
relacionada con acuerdos comerciales entre LATAM Airlines Group (LATAM), American Air - 
lines Inc. y otras aerolíneas. 

41 Como se indica en COMISIÓN EUROPEA (2011) párrafo 21: “El análisis de los acuerdos de coo-
peración horizontal tiene ciertos elementos comunes con el análisis de las concentraciones horizon - 
tales en cuanto a los efectos restrictivos potenciales, en especial por lo que se refiere a las em-
presas en participación”.

42 Cabe comentar que este art. 32 del DL 211 fue modificado para incluir expresamente en  
la exención de responsabilidad las decisiones tomadas previa revisión realizada por la FNE en las 
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tipo de convenios entre competidores. En todo caso, debería darse a la autori-
dad mayores plazos para la revisión de los acuerdos –por ejemplo, para contar  
con la opinión respecto a los riesgos de coordinación de las divisiones corres-
pondientes de la FNE–, así como proveer a la FNE de mayores recursos y per - 
sonal para revisar estos convenios. Además, como parte de esta regulación, se 
ha señalado en una ocasión que la autorización de un acuerdo se podría dar de 
manera temporal43, lo que puede ser una posibilidad a explorar en ciertos ca - 
sos44. 

Por otra parte, una alternativa a la regulación legal de este tipo de acuerdos 
en el DL211 podría ser la redacción de criterios generales internos de la FNE  
–contenidos en una guía, por ejemplo–, que esta autoridad utilice en el caso de 
que las partes sometan un acuerdo horizontal voluntariamente a su aprobación.  
Este es el caso –entiendo–, del proyecto de guía recién propuesto por la autori-
dad de competencia en Perú, que da cuenta de los criterios y estándares de eva-
luación de acuerdos lícitos entre competidores45. Como se ha indicado antes, la 
conveniencia de una regulación de los convenios de colaboración lícita entre 
competidores ha sido destacada por autores y expertos en libre competencia 
en Chile46, que no debiera quedarse atrás de los países vecinos en este tema. 

operaciones de concentración. Esto se puede replicar, con los cambios y prevenciones que sean 
necesarias, incluyendo a los acuerdos entre competidores aprobados previamente por la autori-
dad de competencia en esta posible nueva exención. 

43 El TDLC se ha pronunciado en el sentido que podría someter una eventual autorización 
de este tipo de acuerdos a una limitación de carácter temporal, con el fin de reevaluar los efectos  
del mismo. Véase TDLC (31/10/2018) rol NC n.° 434-16 c. 17 dispone: “Asimismo, el hecho que  
no se trate de una fusión acarrea otras dos consecuencias. [...]. Segundo, importa una marcada in - 
clinación a someter una eventual autorización a una limitación de carácter temporal, con el fin  
de reevaluar los efectos de los acuerdos y las medidas de mitigación que puedan haber sido im - 
puestas”.

44 Esta posibilidad de revocación de la autorización sería una diferencia con las operaciones 
de concentración, ya que el análisis prospectivo que hace la autoridad podría hacerse sujeto a la  
posibilidad de revisión y de eventual revocación de la autorización para continuar con el acuerdo, 
en razón de sus efectos restrictivos efectivos para la competencia. De este modo, las decisiones de 
las autoridades sobre este tipo de convenios podrían estar sujetas, al menos en teoría y en ciertos 
casos, a una menor posibilidad de errores que tengan efectos permanentes sobre los mercados.  
Esta sería una de las varias razones de por qué convendría establecer un mecanismo que le per - 
mita a la autoridad revisar preventivamente este tipo de acuerdos.

45 Véase INDECOPI Y EL BANCO MUNDIAL (2025). Para un mayor detalle sobre este proyecto de  
guía, véase al efecto el artículo publicado por CECO PERÚ (2025). 

46 Por ejemplo, se ha indicado al efecto lo siguiente sobre la falta de normativa aplicable a estos  
acuerdos: “Este dilema debe plantearnos la necesidad de modificar nuestra ley de competencia, 
incorporando en esta un mecanismo de control voluntario de acuerdos de colaboración que, si - 
guiendo el exitoso modelo del sistema de control de concentraciones, permita a la FNE otorgar 
autorizaciones por lapsos definidos de tiempo (a diferencia de una concentración económica, cuya  
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Conforme a lo antes señalado, pese a no existir en Chile una norma legal 
o una guía al efecto, se ha llegado a la conclusión práctica que se debiera poder 
revisar la pertinencia de aprobar acuerdos entre competidores que no se traten 
de carteles duros o de acuerdos prohibidos (por ejemplo, conforme al texto del  
art. 3 letra a) del DL11), y que representen beneficios o eficiencias para la so - 
ciedad, traspasables a los consumidores. Como señala la propia FNE: 

“Para determinar la licitud o ilicitud de un acuerdo de colaboración en-
tre competidores, debe realizarse un ejercicio de balance o ponderación 
de sus efectos, eficiencias y riesgos”47. 

Esto hace sentido en varios casos, por ejemplo, en el caso de que se gene - 
ren mayores eficiencias por la existencia de efectos de red o economías de otro  
tipo, como podría ser el caso de los acuerdos entre aerolíneas o entre empresas 
navieras48. 

Como ha indicado la propia FNE con ocasión de la crisis del COVID- 
19: 

“Para determinar la licitud o ilicitud de un acuerdo de colaboración en-
tre competidores, debe realizarse un ejercicio de balance o ponderación  
de sus efectos, eficiencias y riesgos. Si un acuerdo de colaboración entre 
competidores genera eficiencias, éstas son mayores a sus riesgos anticom-
petitivos, se adoptan mecanismos para restringir al máximo la interacción  
entre los competidores y no existe un mecanismo menos lesivo de la 
competencia para alcanzar dichas eficiencias que su celebración, siendo  
por tanto necesario, un acuerdo de colaboración entre competidores, 
sería lícito conforme al DL 211”49. 

Así, la FNE podría revisar en dos etapas este tipo de acuerdos, para de - 
terminar primero si el mismo convenio –siempre que no sea considerado colu - 

aprobación es definitiva y permanente), imponiendo medidas de resguardo, de ser necesario; y a  
sus ejecutores, la tranquilidad de promover acuerdos socialmente beneficiosos sin el fantasma de  
la responsabilidad en esta sede”. Véase YBAR (2022) p. 28.

47 Véase FISCALÍA NACIONAL ECONÓMICA (2020a).
48 Por ejemplo, se ha indicado respecto a la industria naviera lo siguiente: “De hecho la expe - 

riencia comparada admite abiertamente estas prácticas en algunos mercados, como lo son las 
“conferencias navieras”, que de hecho han sido conocidas y aceptadas por el TDLC a propósito de 
la ERN 14-12, que aceptó la participación de las empresas chilenas en acuerdos navieros de flete, 
sin que ello impidiera luego al TDLC conocer y juzgar prácticas restrictivas cometidas por em-
presas navieras que ejerzan actividades en Chile, o cuyos actos produzcan efectos en Chile, sea 
que participen o no en una Conferencia, Consorcio o Convenio de Pool. Cuestión que de hecho 
ocurrió con la causa contenciosa Rol N° 292-15”. Véase TORO, VIERTEL y URETA (2020) pp. 4-5. 

49 Véase FISCALÍA NACIONAL ECONÓMICA (2020a).
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sivo o una práctica concertada ilícita50– puede potencialmente restringir la li-
bre competencia51 y, en caso de determinar en definitiva que el acuerdo es res-
trictivo52, evaluarse en segundo término los beneficios del mismo, de manera  
que se puedan compensar adecuada y suficientemente los efectos lesivos o res - 
trictivos a la competencia. En el caso del proyecto de Guía emitida en Perú,  
también se establece la existencia de dos etapas de revisión de los acuerdos de  
colaboración53. 

Estas etapas de revisión propuestas se establecen, asimismo, en la Unión 
Europea (UE), de la siguiente manera: 

“La evaluación con arreglo al artículo 101 consta de dos fases. La prime-
ra, [...], evalúa si un acuerdo entre empresas [...] tiene un objeto con - 
trario a la competencia o unos efectos reales o potenciales restrictivos 
de la competencia”. 

50 De aquellas prácticas concertadas que confieren poder de mercado a las partes, y que con - 
sistan en determinar condiciones de comercialización o excluir a competidores actuales o po-
tenciales, en los términos del art. 3 letra a) del DL211. 

51 De todos modos, se debiera evaluar antes, si no se trata de un acuerdo ilícito entre com - 
petidores, lo que se daría en el caso de convenios de los establecidos en el art. 3.°, inciso segundo, 
letra a), del Decreto Ley n.° 211. Estos casos serían de ilícitos per se anticompetitivos. Por ejemplo, 
en FEDERAL TRADE COMMISSION AND THE U.S. DEPARTMENT OF JUSTICE (2000) p. 3 se señala lo siguien-
te: “Acuerdos desafiados como ilegales per se. Los acuerdos de un tipo que siempre o casi siempre 
tienden a aumentar el precio o a reducir la producción son ilegales per se. [...]. Los tribunales pre-
sumen de manera concluyente que dichos acuerdos, una vez identificados, son ilegales, sin indagar 
sobre sus supuestos fines comerciales, daños anticompetitivos, beneficios pro competitivos o efec - 
tos competitivos generales”. En el mismo sentido, en Estados Unidos se descarta, primero, que no 
se trate de acuerdos ilícitos per se, antes de revisar que los convenios tengan objeto o efectos be - 
neficiosos, a la luz del estándar de la regla de razón. Véase op. cit. 

52 Para determinar si el acuerdo es restrictivo de la competencia, se puede atender a su na-
turaleza, características, objeto del negocio, efectos en variables competitivas, duración, y a otras  
consideraciones relevantes, como la aptitud restrictiva de la competencia o el nivel de integración 
de las partes, así como a la independencia y nivel de competencia remanente entre las partes. Esto, 
conforme a lo que se establezca y derive de la suscripción de cada acuerdo. En todo caso, las res-
tricciones competitivas que se deriven de un convenio debieran ser accesorias y proporcionales 
al objeto procompetitivo o beneficioso del acuerdo. Estas características se reconocen en INDECOPI  
Y EL BANCO MUNDIAL (2025). Asimismo, la revisión de este carácter restrictivo de la competencia 
dependería también del tipo de convenio de colaboración de que se trate. 

53 Se establecería en el proyecto de Guía propuesto en Perú, lo siguiente: “Para poder saber si es 
que un acuerdo de colaboración horizontal es lícito, la Guía del Indecopi propone un análisis en dos 
niveles: en el primer nivel, se examina si es que el acuerdo es, en principio, admisible desde la 
perspectiva legal, y luego, en el segundo nivel, se evalúan con más a profundidad los efectos del  
acuerdo en la competencia, sus eficiencias y las posibles ganancias en el bienestar de los consu mi - 
dores”. Véase INDECOPI Y EL BANCO MUNDIAL (2025). Véase CECO PERÚ (2025) p. 1.
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La segunda fase, en caso de determinarse que hay un acuerdo que es restric-
tivo de la competencia: 

“consiste en determinar los beneficios para la competencia de ese acuer-
do y en evaluar si esos efectos favorables a la competencia compen - 
san los efectos restrictivos de la competencia”54. 

La carga de la prueba de los beneficios y de la compensación de los efectos restric-
tivos de la competencia, es de las partes55. Así, en la UE, se prohíben los acuerdos  
que tengan por objetivo o efecto restringir la competencia. Se entiende por 
restricciones de la competencia por el objeto aquellas que por su propia natu-
raleza poseen el potencial de restringir la competencia56. Cuando un acuerdo  
no sea restrictivo de la competencia por su objeto, debe examinarse si tiene 
efectos restrictivos de la competencia sensibles. Así, el acuerdo debe tener al me - 
nos efectos anticompetitivos probables57. En todo caso, las partes deben, para 
probar los beneficios de un convenio y sus efectos compensatorios, cumplir  
con ciertos requisitos58. 

En el mismo sentido, el TDLC en Chile habría sostenido una postura que  
puede entenderse como similar, indicando lo siguiente: 

54 En COMISIÓN EUROPEA (2011) párrafo 20. 
55 Se indica al efecto lo siguiente: “Por lo tanto, los argumentos de hecho y las pruebas pre-

sentadas por la empresa o empresas deben permitir a la Comisión llegar a la convicción de que 
es suficientemente probable que el acuerdo en cuestión produzca efectos favorables a la com - 
petencia o de que no lo es [...]”. En COMISIÓN EUROPEA (2011) párrafo 48. 

56 Se establece sobre este tema lo siguiente: “La naturaleza y el contenido de un acuerdo guar-
dan relación con elementos tales como el ámbito y el objetivo de la cooperación, la competencia 
entre las partes y el alcance de la combinación de sus actividades. Esos elementos determinan 
los tipos de posibles problemas de competencia que pueden derivarse de un acuerdo de coope-
ración horizontal”. En COMISIÓN EUROPEA (2011), párrafo 32. Lo que se quiere determinar es la 
pérdida de independencia competitiva de las partes, ya sea porque limita la posibilidad de las  
partes de competir entre sí o con terceros, porque aporta activos relevantes que reducen su ca - 
pacidad competitiva independiente o, bien, porque aporta recursos financieros relevantes. 

57 Se indica al efecto lo siguiente: “Para que un acuerdo tenga efectos restrictivos de la com-
petencia [...], debe tener un impacto negativo apreciable, real o probable, por lo menos en uno 
de los parámetros de la competencia del mercado, tales como el precio, la producción, la calidad 
de los productos, la variedad de productos y la innovación”. En COMISIÓN EUROPEA (2011), párra - 
fo 27. 

58 Los requisitos de las Directrices UE son los siguientes: (i) los acuerdos deben contribuir 
a mejorar la producción o la distribución de los productos o a fomentar el progreso técnico o 
económico, es decir deben generar mejoras de eficiencia; (ii) las restricciones deben ser indispen- 
sables para alcanzar esos objetivos (mejoras de eficiencia); (iii) debe reservarse a los consumido-
res una participación equitativa en el beneficio resultante; (iv) el acuerdo no debe ofrecer a las 
empresas la posibilidad de eliminar la competencia respecto de una parte sustancial de los pro - 
ductos de que se trate. En COMISIÓN EUROPEA (2011), párrafo 49. 
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“aún cuando en términos generales los acuerdos entre competidores son 
mirados con sospecha por el derecho de la competencia, siendo fuerte 
la presunción en su contra, ellos no siempre son dañinos. En efecto, ta - 
les acuerdos bien pueden permitir a un grupo de firmas llevar a cabo acti-
vidades de forma más eficiente, sea por la escala alcanzada; por la reduc-
ción en costos informacionales, de transacción, de marketing (a través d 
e la integración de promoción y avisaje) u otros; o por eliminar proble - 
mas tales como el free riding”59. 

En el mismo sentido –de una potencial licitud de los acuerdos– se ha pronuncia-
do la Corte Suprema en Chile, en un caso, en el marco de la revisión del acuer - 
do entre LATAM Airlines y American Airlines, ya mencionado en este artícu-
lo60. 

Sobre el tema del estándar aplicable a la revisión de los acuerdos entre 
com petidores, se puede indicar, en resumen, lo siguiente:

– Sobre el estándar aplicable, el TDLC ha señalado en un caso particu lar 
que, pese a las similitudes de un acuerdo lícito entre competidores con 
una operación de concentración, no se podría utilizar, sin un mayor 
análisis, el estándar sustancial propio de una operación de concentra-
ción61.

– Asimismo, la Corte Suprema ha señalado, por una parte, que este tipo 
de acuerdos, sin aprobación previa y en determinadas circunstancias, 
puede constituir un ilícito anticompetitivo, conforme a lo dispuesto 
en el art. 3 letra a) del DL211. Pese a ello, la misma Corte Suprema 
indicó a continuación que habría beneficios de un convenio como el  

59 Iglesias (2021) p. 7. La referencia es al TDLC (31/10/2018) rol NC n.° 434-16 c. 13.
60 Como indica TORO, VIERTEL y URETA (2020) p. 8: “Finalmente, la Corte Suprema ha resuelto 

que: [...] se debe ser enfático en señalar que esta Corte no se opone a la aprobación de este tipo 
de acuerdos, empero, para que aquello ocurra se debe acreditar de manera contundente que existe  
un beneficio cierto que será traspasado a los consumidores y que el potencial riesgo que su natu - 
raleza conlleva se neutraliza por las eficiencias sumadas a las medidas o condiciones de mitiga-
ción”. 

61 TDLC (31/10/2018) rol NC n.° 434-16 c. 16 dispone: “En lo que respecta a los hechos, el 
análisis recae en establecer los riesgos y beneficios asociados a los acuerdos y determinar si estos 
últimos son superiores a los primeros. Este es ciertamente un análisis estructural similar al reali-
zado durante un control de concentraciones, particularmente en casos como el presente, donde  
los acuerdos permiten a las partes coordinar precios y, al mismo tiempo, tienen el potencial de 
producir eficiencias sustanciales. Sin embargo, dado que se trata de acuerdos entre competidores, 
no es correcto acudir a estándares jurídicos relacionados específicamente con dicho control, tales 
como el estándar sustantivo aplicable, [...]. Por el contrario, atendidas tanto la complejidad de los  
acuerdos como el hecho que posean un gran potencial dañino, y que las posibilidades de com - 
probar los beneficios se vean disminuidas por las asimetrías de información existentes, la medi-
ción de riesgos y beneficios debe ser particularmente cuidadosa”.
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revisado –en este caso eficiencias en una industria de redes, como es  
el mercado de transporte aéreo–, que pueden justificar que no se apli - 
que la regla per se dispuesta en la norma antes mencionada62. Así, la 
regla per se de ilegalidad no se habría aplicado de manera automáti-
ca, antes de realizar un examen de fondo del acuerdo en cuestión y  
de sus efectos. Se pudiera, en este sentido, indicar en lo posible en qué  
casos generales se aplicaría la regla per se del art. 3 letra a) del DL 211, 
que entiendo que sería cuando no existe –conforme a la experiencia 
de la autoridad– una justificación real y procompetitiva asociada al 
acuerdo. Y que se da, además, cuando un acuerdo puede ser incluido 
en las descripciones normativas que establece ese artículo. 

– Así, las decisiones antes señaladas respecto al estándar de revisión de los 
acuerdos entre competidores harían recomendable, si se estima nece-
sario, precisar la postura de la autoridad sobre dicho estándar, de mane-
ra de proveer a las partes que quieran celebrar este tipo de convenios,  
de criterios más generales sobre los mismos y sobre sus potenciales 
efectos competitivos. Ello se podría hacer siguiendo, por ejemplo, al-
gunos criterios generales enunciados en guías comparadas (como pue-
de ser el caso de la Guía de la UE con directrices sobre la aplicabilidad  
del art. 101 del TFUE a los acuerdos de cooperación horizontal, en ade-
lante las Directrices UE; o también los cambios que se hagan a la guía 
de los Estados Unidos del año 2001, en revisión en este momento)63. 

62 CORTE SUPREMA (23/05/2019) rol n.° 31.502 c. 12 indica: “Pues bien, en el caso concreto, 
para comprender la razón por la que no se aplica ipso facto la regla per se del artículo 3° antes 
mencionado, resulta trascendente atender a la naturaleza de la industria del transporte aéreo que, 
como se dijo, es una industria de redes, pues aquello determina que este tipo de acuerdos pueden 
ser necesarios no sólo para las empresas, sino que puedan además generar eficiencias que se tras-
pasaran directamente a los consumidores y que, en consecuencia, hagan aconsejable la aprobación  
de la operación, pues los beneficios que de ella deriven pueden, teóricamente, ser mayores a los 
riesgos que la operación en si determina. De esta forma, entiende esta Corte, que el quid del asun-
to radica en determinar si la operación presenta beneficios concretos y específicos que aconsejen 
su aprobación, cuestión que implica establecer si, efectivamente, la operación coordinada entre los 
competidores acarrea eficiencias tan significativas que neutralizan cualquier tipo de riesgo, pues  
sólo de esta forma se establecerá que el acuerdo es, como lo señalaron las partes, pro competitivo, 
pues esta situación es la que permite soslayar la regla prevista en el artículo 3°, inciso segundo, 
letra a) del Decreto Ley N° 211”.

63 También FEDERAL TRADE COMMISSION AND THE U.S. DEPARTMENT OF JUSTICE (2000) podría 
ofrecer una alternativa realista del estándar de revisión de los acuerdos. Esto, porque consideraría 
de manera apropiada las diferencias entre un acuerdo entre competidores y una operación de 
concentración, por un lado, y, por otro, también consideraría la diferencia entre un convenio entre 
competidores lícito y los casos en que este se debiera considerar como anticompetitivo (ya sea 
porque su objeto principal es anticompetitivo o, bien, porque afecta variables competitivas re - 
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– Cabe considerar, además, que, tanto en la Unión Europea como en Es-
tados Unidos, se haría, primero, un examen de si el convenio de cola - 
boración sería un acuerdo ilícito per se64.

– De este modo, una manera de precisar la diferencia entre acuerdos con - 
siderados como anticompetitivos y otros que podrían tener benefi-
cios asociados sería esta: separar las etapas de análisis de este tipo de  
acuerdos, considerando, primero, si se trata de convenios prohibidos 
conforme a lo dispuesto en el art. 3 letra a) del DL 211, para después, 
en caso de que no lo sean, y en caso que los acuerdos puedan presen - 
tar beneficios o eficiencias relevantes, entrar a un análisis más detalla-
do y flexible del pacto en particular y de sus potenciales restricciones  
competitivas. Este análisis se puede hacer bajo una regla de razón, eva-
luando aspectos similares a los que se consideran para el análisis de una  
operación de concentración, pero que también tomen en cuenta las di - 
ferencias entre dichas operaciones y la realidad de un acuerdo entre 
competidores, que puede hacer necesario tratar ciertos temas y ries-
gos de manera diferente65. 

– Finalmente, se podría indicar –en la ley o en la guía que se dicte al efecto–  
de quién sería la carga de la prueba de que el acuerdo no tiene la ap - 
titud para afectar la competencia, en términos generales. En este sentido, 

levantes para que exista competencia entre las partes del acuerdo, sin ofrecer, en cambio, eficien - 
cias o beneficios asociados).

64 En Estados Unidos, el estándar aplicable a este tipo de acuerdos se basa en un examen doble, 
por etapas. Primero, se establece si el acuerdo pudiera ser considerado como ilegal per se. Después, 
se analizan los convenios no considerados como ilegales per se, bajo un estándar de la regla de ra-
zón. Véase al efecto FEDERAL TRADE COMMISSION AND THE U.S. DEPARTMENT OF JUSTICE (2000) p. 3, 
bajo el título denominado Overview of Analytical Framework. Aquí se establece: “La Corte Supre-
ma utiliza dos tipos de análisis para determinar la legalidad de un acuerdo entre competidores: la  
regla per se y la regla de la razón. Ciertos tipos de acuerdos es tan probable que produzcan da - 
ños a la competencia y que no tengan un beneficio pro competitivo significativo, que no justifican 
el tiempo y los gastos necesarios para realizar una investigación detallada de sus efectos. Una vez  
identificados, tales acuerdos son impugnados como ilegales per se. Todos los demás acuerdos se 
evalúan bajo la regla de la razón, que implica una investigación objetiva del efecto competitivo 
general de un acuerdo. Como ha explicado la Corte Suprema, el análisis de la regla de la razón im - 
plica una investigación flexible y varía en enfoque y detalle según la naturaleza del acuerdo y las  
circunstancias del mercado”. 

65 Como ejemplos de estas diferencias, se pueden indicar: la existencia de competencia re - 
manente, el plazo de duración y la eventual revocabilidad del acuerdo, la necesidad de tratar el 
tema del potencial intercambio de información entre las partes, la necesidad de considerar los 
factores que inciden en la habilidad e incentivos de las partes del convenio y de la entidad en co - 
laboración para competir entre ellas, entre otros factores a revisar. También se debiera evaluar la 
existencia de las eficiencias y beneficios del acuerdo, así como de su potencial traspaso a los con - 
sumidores. 
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el TDLC ha reconocido que serían las partes en este tipo de acuerdos 
las que debieran probar que no se imponen restricciones indebidas a 
la competencia, que deban ser remediadas. Este es el mismo criterio 
aplicado en la Unión Europea, como se ha indicado antes. 

Por otra parte, se debe reconocer que las decisiones previas de las autori-
dades en Chile parecerían ser consistentes –en general– con las normas y guías 
comparadas sobre acuerdos lícitos entre competidores, pese a la falta de regu-
lación en Chile, antes señalada66. En este sentido, como se ha hecho por parte  
de la FNE en otros ámbitos, estas guías y directrices comparadas podrían ser-
vir de punto de referencia para la revisión de los efectos de los acuerdos entre 
competidores en Chile, sujeto a la consideración de las diferencias normativas 
y de hecho que sean necesarias de atender específicamente en nuestro país67. 

Asimismo, se puede observar que los criterios seguidos por las autorida-
des en Chile han tendido a ser generales, como ocurre en la Unión Europea, que 
establece que los convenios entre competidores deben contribuir a mejorar  
la producción o la distribución de los productos o a fomentar el progreso técnico  
o económico. Esto, pese a que se puede incluir, también, consideraciones especí-
ficas o de normas especiales para que se puedan aprobar ciertos tipos específicos 
de acuerdos, de innovación y desarrollo, por ejemplo. Estos comentarios u obser-
vaciones específicos se pueden relacionar con la visión de la autoridad respecto  
de los beneficios, eficiencias o riesgos característicos de algún tipo particular de  
colaboración lícita. 

En todo caso, cabe observar que una guía debe evitar que se produzcan 
efectos contrarios a la competencia68, lo que puede hacer de la revisión de estos 

66 Como indica TORO, VIERTEL y URETA (2020) p. 5: “La normativa comparada es similar a lo 
que ha establecido la jurisprudencia reciente en Chile. Se permiten los acuerdos colaborativos en-
tre competidores siempre y cuando no consistan en acuerdos ilícitos per se, y que sus eficiencias y 
beneficios para el mercado y los consumidores superen los riesgos que pudieran producir en éstos 
mismos. En general, se regulan como una contraposición a los acuerdos ilícitos o carteles”. 

67 Por ejemplo, en la Unión Europea se ha dictado una guía para establecer criterios sobre este 
tema –véase COMISIÓN EUROPEA (2011)–. Y en términos generales, se establece (art. 101 párrafo 3  
del TFEU) una norma general sobre acuerdos entre empresas lícitos, que son los: “que contribu-
yan a mejorar la producción o la distribución de los productos o a fomentar el progreso técnico o 
económico, y reserven al mismo tiempo a los usuarios una participación equitativa en el beneficio 
resultante”, siempre que dichos convenios no impongan restricciones que no sean indispensables 
ni posibiliten la eliminación de la competencia. Y se han establecido también ciertas excepciones, 
denominadas block exemptions para cierto tipo de acuerdos, por ejemplo, para aquellos de inves - 
tigación y desarrollo (I+D).

68 Se indica esto en una guía comparada: “Por consiguiente, un acuerdo horizontal puede dis-
minuir la capacidad decisoria independiente de las partes y, como consecuencia, aumentar la pro-
babilidad de que las empresas coordinen su comportamiento para alcanzar un resultado colusorio”. 
Esto se indica en COMISIÓN EUROPEA (2011), párrafo 37. Ejemplos de estos riesgos son que, por 
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acuerdos y de sus potenciales riesgos, en ocasiones, algo tanto o aún más complejo  
(por la necesidad de preservar la independencia competitiva) que la evaluación 
de algunas operaciones de concentración. Así, una diferencia en el caso de los 
acuerdos lícitos puede ser la necesidad de monitorear y fiscalizar las posibles des - 
viaciones anticompetitivas posteriores al convenio, dado que las partes con tinua - 
rían siendo competidoras en algunos segmentos, productos o negocios.

Conforme con lo revisado de manera preliminar, algunos de los temas que  
podría considerar una potencial guía sobre estos acuerdos, por indicar sólo al - 
gunos ejemplos, serían los siguientes:

– Una delimitación lo más específica posible de las diferencias entre los 
joint venture concentrativos permanentes e independientes, que deben 
ser aprobados previamente en el marco de la normativa sobre las ope-
raciones de concentración, conforme con lo dispuesto en el título IV  
del DL 21169, y los acuerdos lícitos de colaboración entre competi-
dores, que estarían regulados en esta nueva guía. 

– La referencia expresa a que los acuerdos propuestos pueden restringir 
eventualmente, pero no impedir por completo la competencia entre 
las partes70. 

– La indicación de una zona de seguridad o de umbrales –de participa-
ciones de mercado, por ejemplo– que, en caso de no superarse, no de-
riven, de regularse así, en la obligación de solicitar preventivamente la  
autorización del acuerdo lícito por parte de la autoridad71. Se pueden 

divulgación de la información competitiva estratégica, o por la igualación de los costos de pro-
ducción entre las empresas, por ejemplo, se aumente la probabilidad de coordinación. Es este tipo  
de efectos el que se quiere precaver, al revisar preventivamente un acuerdo. 

69 Se pueden indicar los criterios generales respecto a que la creación de un nuevo agente 
económico que posee autonomía funcional o independencia, y que se proyecta de manera per-
manente en el tiempo, sería revisable como una operación de concentración. Se puede, asimismo,  
incluir ejemplos de acuerdos de competidores que no constituirían operaciones de concentración, 
y detallarse los criterios para que las partes puedan idealmente realizar por sí mismas esta eva - 
luación.

70 Este requisito de no eliminación de la competencia se ha recogido también a nivel de de-
recho comparado, siendo una de las condiciones que se analiza en la Unión Europea para que se  
pueda aprobar un acuerdo de colaboración. Por ejemplo, se puede señalar lo siguiente: “el acuerdo  
no debe ofrecer a las empresas la posibilidad de eliminar la competencia respecto de una parte 
sustancial de los productos de que se trate”.

71 Como referencia, se establece en un artículo lo siguiente, recomendando la fijación de 
ciertos umbrales bajo los cuales no sería necesaria una revisión previa de la autoridad: “[...] la 
Autoridad de Mercados y Competencia del Reino Unido emitió los Lineamientos sobre acuerdos  
horizontales (2023) que refuerzan la importancia de parámetros técnicos claros. Esta incorpora um - 
brales de cuota de mercado (15% en acuerdos entre competidores y 25% en acuerdos entre no com - 
petidores)”. INDECOPI Y EL BANCO MUNDIAL (2025). Véase CECO PERÚ (2025) p. 4. 
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establecer, asimismo, excepciones a estos umbrales como, por ejemplo, 
cuando se trate de convenios que sean ilegales en virtud de lo dispues -
to en la letra a) del art. 3 del DL 211. 

– La indicación de factores generales de delimitación entre los acuerdos 
prohibidos más claramente en la letra a) del art. 3 del DL 211 (espe-
cialmente de no haber beneficios o eficiencias que los justifiquen)  
como –acuerdos de precios, límites a producción, asignación de zonas o 
cuotas de mercado o afectar el resultado de procesos de licitación–, de 
aquellos convenios que podrían ser considerados como lícitos por la  
autoridad72. Esto, sin perjuicio de libertad de la autoridad para fiscali-
zar y perseguir los pactos que estime como ilícitos, en cualquier caso. 

– Además, se puede considerar en la normativa cómo se evaluarán las 
eficiencias y beneficios de un acuerdo de colaboración, así como su po-
tencial traspaso a los consumidores (por ejemplo, se pueden establecer 
los criterios para que las eficiencias sean consideradas como verifica-
bles, traspasables a los consumidores para compensar la restricción 
competitiva, etcétera). 

– Asimismo, la forma y estructura del análisis para poder realizar la eva-
luación y ponderación de riesgos y eficiencias de un convenio, sería uno 
de los temas que pueden ser tratados explícitamente en una guía73.

– Además, se pueden indicar criterios para evaluar y prevenir los riesgos 
relacionados al traspaso de información entre competidores. Esto, para 

72 Por ejemplo, en el proyecto de Guía de Perú, antes citado, se indicaría lo siguiente sobre 
esta delimitación con acuerdos que no son lícitos: “Con respecto al primer nivel de análisis, el ob - 
jetivo es examinar la naturaleza del acuerdo para determinar si este es o no admisible desde una  
perspectiva legal. Lo primero es comprobar que el acuerdo no califique como una ‘prohibición 
absoluta’ (per se) en los términos del artículo 11.2 de la Ley de Represión de Conductas Anticom-
petitivas de Perú. El legislador entiende que estos acuerdos restringen la competencia y no generan  
eficiencias que beneficien al mercado o a los consumidores. Estos acuerdos son: (i) los de fijación 
de precios u otras condiciones comerciales o de servicios; (ii) los que tienen el fin de limitar la 
producción o las ventas por cuotas; (iii) los de reparto de clientes, proveedores o zonas geográfi-
cas; y (iv) los que establecen posturas o abstenciones en licitaciones, concursos u otra forma de 
contratación, adquisición, subastas y remates públicos”. Estas figuras también son reconocidas en 
el art. 3 letra a) del DL 211. INDECOPI Y EL BANCO MUNDIAL (2025). Véase CECO PERÚ (2025) p. 1.

73 Por ejemplo, en FEDERAL TRADE COMMISSION AND THE U.S. DEPARTMENT OF JUSTICE (2000): se 
establece un párrafo sobre el Overall Competitive Effect, el que se inicia indicando lo siguiente: “Si 
el acuerdo relevante es razonablemente necesario para lograr eficiencias reconocibles, las agen - 
cias evalúan la probabilidad y la magnitud de las eficiencias reconocibles y los daños anti competi-
tivos para determinar el efecto global real o probable del acuerdo sobre la competencia en el 
mercado relevante. Para tomar la determinación requerida, las Agencias consideran si las eficien-
cias reconocibles probablemente serían suficientes para compensar el potencial del acuerdo de  
dañar a los consumidores en el mercado relevante, por ejemplo, evitando aumentos de pre cios”. 
Traducción propia del número 3.37 de esta guía.
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que las partes puedan contar con lineamientos para evitar o reducir los 
riesgos de que el traspaso de la información vaya más allá de lo que re-
sulte necesario para que la colaboración opere y produzca los beneficios  
esperados, que justifican su aprobación74. 

III. CONVENIENCIA DE CONSIDERAR LA EVALUACIÓN 
     DE CIERTOS TIPOS ESPECÍFICOS DE ACUERDOS 
     ENTRE COMPETIDORES Y SUS POTENCIALES EFECTOS 

Las guías y documentos de las autoridades de competencia sobre acuerdos en-
tre competidores dan cuenta en general de las particulares características que 
reúnen ciertos tipos de convenios, las que se debieran evaluar al ser revisados 
por las autoridades. Por ejemplo, acuerdos de innovación y desarrollo, acuerdos 
de producción o convenios para alcanzar objetivos sustentables en la producción  
o negocios de las partes75, 76, han sido considerados de una manera más frecuen-
te como potenciales candidatos a ser aprobados por las autoridades, en caso de  
reunirse y verificarse la existencia de ciertos requisitos y condiciones. 

Lo anterior no es contrario a establecer un criterio general de aprobación  
de este tipo de acuerdos, como es el progreso técnico, económico y la produc-
tividad, en el caso de la Unión Europea. En efecto, hay muchos casos en que los  
beneficios de un acuerdo no podrían ser subsumidos en criterios estrechos de 
beneficios para los consumidores o de acuerdos permitidos especialmente. A 
modo de ejemplo, en el caso de la aprobación de un joint venture en Chile, el ma-

74 Así sería conveniente hacer una mención en la guía al menos a los criterios básicos para es-
tablecer qué tipo de información sería más riesgoso compartir entre los competidores y cuál tipo 
de información sería más usualmente compartida con la finalidad de poder operar y lograr las efi-
ciencias propias de los respectivos acuerdos. Asimismo, se pueden recomendar salvaguardas para  
evitar el traspaso de información innecesaria para implementar un convenio, sobre variables com-
petitivas especialmente sensibles. Se puede encontrar una regulación respecto al intercambio de 
información, en la Guía de la Unión Europea de Directrices de aplicabilidad del art. 101, donde  
se hace referencia a los “Principios Generales de la Evaluación del Intercambio de Información 
desde el punto de vista de la Competencia”.

75 A modo de ejemplo de acuerdos que tendrían objetos de sustentabilidad, se pueden nom-
brar, una colaboración entre competidores para desarrollar conjuntamente una tecnología con una  
aplicación productiva que genere una reducción del consumo de energía. O, también, un conve-
nio entre competidores para comprar de manera conjunta –y así ahorrar en costos– ciertos insu - 
mos más sustentables, para producir sus respectivos productos. 

76 Por ejemplo, en INDECOPI Y EL BANCO MUNDIAL (2025) se establecería lo siguiente: “[...] los  
cuatro tipos de acuerdos de cooperación horizontal más comunes son: (i) acuerdos de sosteni-
bilidad; (ii) acuerdos de investigación y desarrollo (I+D); (iii) acuerdos de estandarización; y 
(iv) acuerdos de colaboración para compra conjunta”. Véase CECO PERÚ (2025), p. 2.
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yor beneficio del sistema de la plataforma GSBN a constituirse entre empresas  
navieras y de puertos de diversas partes del mundo, tendría relación con la agi - 
lización de las gestiones y documentación naviera y aduanera, para la facilita-
ción y mayor digitalización del comercio naviero77. 

Es de interés considerar, además que, a nivel comparado, en una práctica 
que se puede evaluar en nuestro país, se han establecido tipos de acuerdos que 
serían más o menos beneficiosos y más o menos riesgosos desde el punto de vista  
de la libre competencia. Así, respecto a acuerdos de innovación y desarrollo, o  
acuerdos de producción, se ha reconocido lo siguiente: 

“Un acuerdo de investigación y desarrollo puede combinar distintas ca - 
pacidades de investigación que permitan a las partes producir bienes 
mejores más económicamente y acortar el plazo de lanzamiento al mer - 
cado de esos productos. Un acuerdo de producción puede permitir a las 
partes realizar economías de escala o de alcance que no podrían lo grar  
individualmente”78. 

En este sentido, se estima que una guía de acuerdos de colaboración entre 
competidores puede hacer una referencia –al menos general– al tipo de bene-
ficios, eficiencias y riesgos específicos que se espera que ocurran habitualmente  
ante la suscripción de cierto tipo de acuerdos. Así se hace, por ejemplo, en las 
directrices de la UE, que se refieren en detalle a los siguientes acuerdos hori - 
zontales: acuerdos de investigación y desarrollo, acuerdos de producción, conve - 
nios de compra, acuerdos de comercialización y convenios de estandarización79.  
La guía de la autoridad –la CMA– del Reino Unido, también se refiere a acuer - 
dos de similar naturaleza, en general80. 

Además, el tratamiento diferenciado de ciertos acuerdos se justifica, por 
ejemplo, porque los tipos de eficiencias (para reducir costos, lograr nuevos pro - 
ductos en un plazo menor u obtener economías de escala o de ámbito) podrían 
ser diferentes, dependiendo de la naturaleza de cada colaboración. Para ilustrar 
este punto, cabe comentar que es natural que un convenio para la innovación 
y desarrollo de productos se revise sobre la base de las capacidades, know how,  
o aportes complementarios de las partes para lograr producir un producto nue-

77 Véase al efecto FISCALÍA NACIONAL ECONÓMICA (2020c). 
78 En COMISIÓN EUROPEA (2011), párrafo 51.
79 La referencia se hace a los acuerdos de colaboración tratados en COMISIÓN EUROPEA (2011), 

en los números 3, 4, 5, 6 y 7. Ahí se define cada uno de estos acuerdos, se indica su mercado re - 
levante de referencia, se establecen sus problemas de competencia habituales y específicos, se men - 
cionan las eficiencias y beneficios que generan, así como el efecto restrictivo de la competencia 
que presentarían, y los beneficios para los consumidores y posibilidad de su traspaso a estos. 

80 Véase al efecto CMA (2023a).
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vo o innovador81, y no tanto para conocer en detalle las mejoras en concreto  
que generaría el producto –aún no definido a veces (salvo que la innovación se  
trate de mejoras a un producto ya existente)– cuando se comercialice en el mer -
cado. También los convenios pueden presentar riesgos de una naturaleza dife-
rente, y afectar variables competitivas de diferente índole. Así, por indicar un 
caso, si se comparten entre las partes una mayor parte de los costos comunes en 
un acuerdo de producción, se podría, eventualmente, generar un mayor riesgo 
de coordinación. Y, también, este tipo de convenios –de producción– puede  
permitir eventualmente a las partes, acordar limitaciones a la cantidad produ ci - 
da a ser ofrecida en el mercado de referencia. 

En el mismo sentido, los beneficios –generalmente eficiencias– de este tipo 
de acuerdos pueden ser diferentes. Por ejemplo, en acuerdos de innovación se po-
drían desarrollar nuevos productos que sin la colaboración no llegarían a existir. 
O en pactos de producción conjunta, se pueden reducir los costos de producción.  
Asimismo, en acuerdos de distribución, se puede permitir a través de ellos que los 
productos lleguen a los clientes de una manera más rápida o eficiente. 

Por otra parte, en un tema diferente y más general, sería posible con si - 
de rar en la redacción de una guía con criterios que emita la autoridad de compe-
tencia, el dar un trato diferente –aunque sea para efectos meramente ilustrati-
vos y didácticos para los agentes económicos– a convenios entre competidores  
categorizados como acuerdos en zonas negras, grises y blancas, por utilizar una 
denominación sugerida por un autor82. Esto, conforme a su probabilidad de ser, 
respectivamente, acuerdos que casi siempre restringirían la competencia de ma - 
nera apreciable (zonas negras), usualmente prohibidos por la normativa; acuer - 
dos que podrían restringir la competencia de manera apreciable (zonas grises),  
que requerirían de un análisis más profundo y desarrollado de su objeto y efec -tos 
competitivos; o, bien, de acuerdos que no restringirían la competencia de ma - 
nera apreciable (zonas blancas) –usualmente no prohibidos por las normas de  
competencia–83, 84. Por dar una muestra de su aplicación, los acuerdos que se lle - 

81 Por ejemplo, en INDECOPI Y EL BANCO MUNDIAL (2025) se indica lo siguiente: “[...] los be - 
neficios que pueden derivarse de estos acuerdos incluyen el reparto de riesgos, la reducción de 
costos, el incremento de inversiones en I+D y la aceleración en la comercialización de innovacio-
nes. Asimismo, permiten combinar conocimientos especializados (know-how), mejorar la calidad 
y diversidad de la oferta, fomentar la generación de conocimiento y reducir la dependencia en 
mercados críticos”. Véase CECO PERÚ (2025) p. 3.

82 En SILVA (2013) p. 184 y ss. se da cuenta de esta clasificación de los acuerdos para efectos de 
su análisis. Esta clasificación se podría utilizar también para delimitar, de modo general, la dife -
rencia entre los convenios lícitos e ilícitos entre competidores, de carácter horizontal. 

83 Como ejemplo de acuerdos que se clasificarían en esta zona blanca, el autor indica el caso 
de acuerdos que no generan poder de mercado, siempre que no se trate de un cartel duro. 

84 Por otra parte, el mismo autor Luis Silva Morais propone que la etapa de definición de es - 
tas zonas sea la primera en la revisión de los acuerdos horizontales, siendo la siguiente una etapa 

Actualidad Juridica 54 para prensa final.indd   334Actualidad Juridica 54 para prensa final.indd   334 05-08-26   19:2405-08-26   19:24



Los acuerdos lícitos entre competidores y la necesidad de su regulación en Chile... Fernando Irarrázaval

335

guen a considerar en zona blanca se pueden revisar por la autoridad en un pro-
ceso más abreviado. Esta clasificación se seguiría –en parte y con otras denomi-
naciones– en la Guía de Acuerdos de Reino Unido (de la CMA), que también 
da cuenta de una clasificación entre acuerdos en que se aplica la prohibición  
de convenios ilegales en ese país, y aquellos que generalmente se consideran 
fuera del ámbito de esa prohibición85. La clasificación de los acuerdos de cola-
boración en estas zonas (especialmente en el caso de las zonas blancas y grises), 
podría tener efectos, por ejemplo, en la determinación de los plazos, los proce-
dimientos, la cantidad de información requerida, los umbrales y en los están - 
dares de revisión, aplicables por la autoridad en su evaluación. 

CONCLUSIONES 

Las partes de un potencial acuerdo de colaboración se encuentran enfrentadas 
a una serie de incertidumbres y riesgos normativos. Estas se relacionan –entre 
otros factores– con la necesidad o conveniencia de aprobación previa de este 
tipo de acuerdos por la autoridad, su eventual ilicitud conforme a lo dispuesto 
en la letra a) del art. 3 del DL 211, así como a la vía en que un potencial entendi-
miento puede ser presentado para su autorización ante la autoridad de compe-
tencia –reglándose actualmente en detalle sólo la presentación de joint ventures 
concentrativos, que se revisan como una operación de concentración, conforme 
a lo dispuesto en el título IV del DL 211–. También existe incertidumbre res-
pecto de los criterios con que la autoridad revisará si las colaboraciones son efi-
cientes y beneficiosas, o respecto de los criterios de calificación y evaluación de 
los riesgos competitivos y de las medidas adecuadas para mitigarlos. Además, se 
han dado diferencias en la apreciación de los riesgos, beneficios y medidas pro-
puestas que presentan en concreto estos acuerdos, por parte de los tribunales en 
Chile, lo que pudiera haber acrecentado la falta de certeza de los agentes eco-
nómicos para poder suscribirlos. De este modo, es posible que esta falta de cri - 
terios generales y de certeza pueda generar el efecto de disuadir eventualmente 
la celebración de convenios de colaboración lícitos y eficientes. 

Por estas razones, en efecto, y debido a la falta de conveniencia o viabi-
lidad –en la mayor parte de los casos– de poder contar con la autorización de 

que permita un análisis más general y profundo de los convenios –especialmente en los casos de  
las zonas grises, en que se requiere de una evaluación comparativa de potenciales elementos que  
restrinjan la competencia y de elementos procompetitivos–. La siguiente etapa sería una que tome 
en cuenta las diferencias entre los acuerdos de diversa naturaleza. Véase SILVA (2013).

85 Véase al efecto CMA (2023a), chapter 3: “Overview of the Assessment of Horizontal Agree - 
ments”. 
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las autoridades en un proceso extenso de consulta de los actos y acuerdos ante  
el TDLC (y también ante la falta de conocimiento sobre los criterios generales 
de evaluación de la FNE sobre estos convenios), se podría estar presentando un 
fenómeno de una posible disuasión de la materialización de este tipo de acuer-
dos potencialmente benéficos entre competidores86. Este efecto disuasivo po-
dría ser especialmente nocivo para la economía en este momento, ya que por 
varios motivos –por ejemplo, de sustentabilidad o de innovación–, la necesidad  
de llegar a este tipo de convenios puede ser más alta. Lo anterior, por indicar una 
explicación, por estar el mundo en tiempos de crisis climática y de marcado cam-
bio tecnológico, fenómenos que afectarían la forma de competir y harían nece-
sario evaluar constantemente los modelos de negocios y las estrategias compe-
titivas en muchas industrias. Como parte de esta evaluación, las empresas deben 
revisar el grado de integración o de colaboración que les resulte más eficiente con 
otros agentes que participan en sus industrias, y en industrias adyacentes. Asi - 
mismo, los acuerdos de sustentabilidad dan cuenta, por ejemplo, de los nuevos  
desafíos que existen en esta materia. 

Por otra parte, la experiencia previa de las autoridades de competencia en 
la revisión de este tipo de acuerdos, los criterios y casos revisados en el marco del 
procedimiento de revisión de operaciones de concentración desde el año 2017 
 –especialmente en el caso de los joint ventures concentrativos permanentes–, así 
como la experiencia y guías comparadas para la aprobación previa de este tipo 
de colaboraciones entre competidores, harían que la futura regulación de una 
revisión preventiva de estos convenios no parta desde cero. Además, la buena  
experiencia y evaluación general –hasta la fecha–, en materia de revisión obli-
gatoria y preventiva de operaciones de concentración y respecto de su papel 
preventivo, sería también un elemento a favor de avanzar en esta regulación de 
los acuerdos lícitos entre competidores (o, en la alternativa, para que se dicte una  
guía general para su valoración competitiva, por la autoridad de competencia).

Por estas razones, en este artículo se han presentado algunos comenta - 
rios sobre la necesidad de establecer un mecanismo de revisión preventiva de 
acuerdos lícitos entre competidores, de sus evidentes beneficios para el sistema 

86 Un ejemplo de beneficios y efecto disuasivo se indica en FEDERAL TRADE COMMISSION AND 
THE U.S. DEPARTMENT OF JUSTICE (2000) a saber: “Para competir en los mercados modernos, los com - 
petidores a veces necesitan colaborar. Las fuerzas competitivas impulsan a las empresas a colabo-
raciones complejas para alcanzar objetivos como la expansión a mercados extranjeros, el finan-
ciamiento de costosas iniciativas de innovación y la reducción de costos de producción y otros. 
Estas colaboraciones a menudo no sólo son benignas, sino también procompetitivas. De hecho, en 
las últimas dos décadas, las agencias federales antimonopolio han interpuesto relativamente pocos 
casos civiles contra colaboraciones entre competidores. Sin embargo, la percepción de que las  
leyes antimonopolio son escépticas respecto a los acuerdos entre competidores reales o poten-
ciales puede disuadir el desarrollo de colaboraciones pro-competitivas”, p. 1.
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de competencia nacional, así como de los posibles criterios y estándares gene-
rales que se pueden establecer para estos efectos. Esto se ha hecho sobre la base  
de la jurisprudencia y de artículos previos escritos sobre este tema. Estas fuen - 
tes dan cuenta –en mejores términos que los presentados en este artículo–, de  
la necesidad de avanzar en la redacción de guías y de procedimientos estableci-
dos de manera general, para llegar al objetivo común de lograr una mayor pre - 
dic tibilidad para las partes, así como del buen papel preventivo que tendría el 
conocimiento previo de la existencia de estos convenios. Este conocimiento 
puede ser conveniente también para la fiscalización y monitoreo efectivo de las 
condiciones rea les de materialización de estos acuerdos lícitos entre los com-
petidores, y para el conocimiento en la práctica de la operación competitiva de  
ciertas industrias, por parte de la autoridad de competencia. Se espera que la  
au toridad de competencia, la FNE, dicte pronto –en una alternativa normativa 
posible–, una guía para explicitar los criterios de evaluación de este tipo de acuer - 
dos entre competidores lícitos, tal como se ha hecho hace pocos meses en Perú  
y como se está revisando actualmente en otros países, como en el caso de Es - 
tados Unidos. 
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